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FICHA JURISPRUDENCIAL

NÚMERO DE RESOLUCIÓN: AAP-S2-0037-2019

FECHA DE RESOLUCIÓN: 19-06-2019

FICHA JURISPRUDENCIAL Nro.1

TEMÁTICAS RESOLUCIÓN

1. ARBOL / 2. DERECHO AGRARIO / 3. DERECHO AGRARIO PROCESAL / 4. Conciliación /

Problemas jurídicos

Dentro de un proceso de conciliación, la parte demandante interpone recurso de casación contra
el Auto Interlocutorio Definitivo que anula el acta de conciliación suscrita por las partes; bajo los
siguientes argumentos: 1)  Que indebidamente se dejó sin efecto el Acta de Conciliación aprobada
mediante auto de 14 de febrero de 2019, ya que ésta adquirió la calidad de cosa juzgada y es de
cumplimiento obligatorio para los firmantes, conforme lo establecería el Auto Supremo N° 1058/2015-L
de 17 de noviembre de 2015, además que en materia agraria no existe el Incidente de Nulidad de Acta
de Conciliación. 2) El Juez actuó sin competencia en el Auto impugnado, ya que contra dicha resolución
con calidad de cosa juzgada sólo procede la ejecución forzosa, siendo manifiestamente improcedente el
incidente, debiendo corresponder demandar más bien la nulidad o anulabilidad por cuerda separada.
Petitorio: Pide que se declare procedente el recurso y se declare nulo el Auto Interlocutorio Definitivo
impugnado, dejando vigente el Acta de conciliación.

La parte contraria responde al recurso interpuesto, expresando: Que su esposa, sin su consentimiento e
intervención,  firmó el  acta de conciliación,  completamente atentatoria  a  sus derechos e  intereses
respecto al bien inmueble objeto de demanda, siendo que el mismo forma parte de la comunidad de
gananciales, conforme con los arts. 176 - I, 190 - I, 192 - I y 177 - I de la ley 603; y arts. 105 - I, 159 - I y
166 del Código Civil, no pudiendo su cónyuge disponer unilateralmente del bien; por lo que el Juez
habría realizado una correcta valoración, al dejar sin efecto el acta de conciliación donde no intervino.
Petitorio: Pide se declare infundado el recurso y se mantenga firme y subsistente el Auto Interlocutorio
Definitivo cuestionado.

Extracto de la razón de la decisión y del precedente agroambiental

“… en el caso presente, se tiene de la revisión de los antecedentes, que si bien en la audiencia de
conciliación se llegó a un acuerdo y se suscribió el Acta de Conciliación, uno de los demandados el Sr.
Francisco Tola Franco no asistió a la audiencia de conciliación y no expreso su disposición para poder
realizar  un  acuerdo,  presentando  un  memorial  de  incidente  de  nulidad  del  acta  de  conciliación,
adjuntando al mismo su certificado de matrimonio con la Sra. Marcelina Villca de Tola de fecha 26 de
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septiembre de 1993, además la minuta de compra y venta de un lote de terreno con reconocimiento de
firmas de fecha 25 de mayo de 2003, mediante el cual demuestra que el bien objeto de conciliación se
constituye en una comunidad de gananciales, firmando el acta de conciliación de fecha 14 de febrero de
2019 simplemente la Sra. Marcelina Villca vulnerando su derecho a la defensa y al debido proceso, toda
vez que la propiedad objeto del proceso es un bien ganancial, el mismo no podría ser enajenado o
dispuesto tal lo establece el ARTÍCULO 192. (DISPOSICIÓN DE LOS BIENES COMUNES). I.  Para
enajenar,  hipotecar,  pignorar,  gravar  o  dejar  en  prenda  los  bienes  comunes  es  indispensable  el
consentimiento expreso de ambos cónyuges, dado por sí, con poder especial, o por medio de una o un
apoderado con poder especial. Cuando no sea posible obtener este poder y en caso de ausencia o
imposibilidad de ejercer la administración por uno de los cónyuges, debe obtenerse la autorización
judicial respectiva, es decir que el Acta de Conciliación de 14 de febrero de 2019 homologada contenía
un vicio de nulidad, toda vez que se demostró que el mismo vulneraba derechos fundamentales como
ser a la defensa, a la propiedad y al debido proceso”.

Síntesis de la razón de la decisión

Dentro de un proceso de conciliación, la parte demandante interpone recurso de casación contra
el Auto Interlocutorio Definitivo que anula el acta de conciliación suscrita por las partes; respecto al
cual  en  grado  de  casacion  el  Tribunal  Agroambiental  declara   infundado  el  recurso;  con  el
argumento que:  se ha establecido que el  Juez dispuso correctamente dejar  sin efecto el  Acta de
Conciliación, toda vez que uno de los cónyuges propietarios del bien ganancial objeto de demanda, no
suscribió dicha Acta ni expresó su voluntad de conciliar, conteniendo dicho acto un vicio de nulidad
puesto que vulneraba los derechos fundamentales de defensa, propiedad y debido proceso, del cónyuge
afectado.

Reconstrucción del precedente agroambiental, subregla jurisprudencial, norma adscrita

El Acuerdo Conciliatorio, posteriormente homologado, no adquiere la calidad de cosa juzgada, cuando
se  incurre  en  actos  de  disposición  de  los  bienes  gananciales;  por  vulneración  a  los  derechos
fundamentales de defensa, propiedad y debido proceso, del cónyuge afectado.

Contextualización de la línea jurisprudencial

Jurisprudencia constitucional

La cosa juzgada

De la cosa juzgada aparente La SCP 0450/2012 de 29 de junio, diferenció lo que viene a constituirse en
materia  constitucional  la  denominada cosa juzgada como tal,  así  como de cosa juzgada formal  y
material, en ese sentido indicó que: “La cosa juzgada es lo resuelto en juicio contradictorio, ante un juez
o tribunal, por resolución firme, contra la cual, no se admite recurso alguno de impugnación salvo
algunos casos excepcionales. Es la autoridad y la fuerza que la ley atribuye a los fallos ejecutoriados; la
autoridad se refiere a la característica de que lo fallado en ellos se considera como irrevocable e
inmutable; y la fuerza, consiste en el poder coactivo que dimana de la cosa juzgada, o sea que debe
cumplirse lo que en ella se ordena. Se puede analizar desde dos puntos de vista, tal como se lo hizo en
la SC 0217/2006-R de 7 de marzo, en la que se estableció lo siguiente: ‘…los efectos de la cosa juzgada
se manifiestan bajo una doble perspectiva: formal y material. Así, la característica o efecto de la cosa
juzgada formal es la de su inimpugnabilidad o firmeza. Producen este efecto cualquier resolución firme
o lo que es lo mismo, cuando frente a ella no exista ningún otro recurso previsto en la ley (la excepción
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sólo  se  presenta  cuando  existe  de  por  medio  una  lesión  al  contenido  esencial  de  un  derecho
fundamental), hayan transcurrido los plazos para recurrirla o se haya desistido del mismo. En este
sentido, los fallos del Tribunal Constitucional como los de la Corte Suprema de Justicia, surten los
efectos de cosa juzgada formal (con la única excepción a esta regla antes referida), en la medida en que
no hay ningún órgano judicial que pueda revisar sus decisiones; empero, al efecto negativo aludido se
tiene otro de naturaleza positiva, que se expresa en el deber jurídico que tiene el órgano encargado de
su ejecución de hacer efectiva la decisión contenida en el fallo en los términos establecidos en ella.
Desde su vertiente material, la cosa juzgada despliega su eficacia frente a los otros órganos judiciales o
administrativos, que lleva un mandato implícito de no conocer lo ya resuelto, impidiendo con ello la
apertura de otros procesos nuevos sobre el mismo asunto (este efecto sólo la producen las decisiones
firmes sobre el fondo); como único medio de alcanzar la paz jurídica, evitando, de un lado, que la
contienda  se  prolongue  indefinidamente  y  de  otro,  que  sobre  la  misma  cuestión  puedan  recaer
resoluciones  contradictorias,  lesionando  la  seguridad  jurídica  procesal  (así,  SSCC  0029/2002,
0094/2002-R, 0554/2003-R, entre otras)’. De lo señalado se desprende que la cosa juzgada tiene dos
facetas, una formal y otra material; la formal se refiere a la imposibilidad de reabrir el debate en el
mismo proceso donde se dictó la resolución, porque el pronunciamiento quedó firme, ya sea porque las
partes consintieron o porque se agotaron los recursos ordinarios y extraordinarios viables al caso; no
obstante ello, cabe aclarar que la cuestión puede reabrirse en otro proceso, de ahí el carácter formal de
la manifestación de la ‘cosa juzgada’, un claro ejemplo constituyen los procesos ejecutivos, en los
cuales,  aún  cuando  se  hubieren  agotado  las  vías,  producen  únicamente  una  eficacia  meramente
transitoria, porque eventualmente sus efectos pueden modificarse en un proceso ordinario posterior;
por supuesto que con las limitaciones establecidas en el art. 490 del CPC. La cosa juzgada material en
cambio, además de la inimpugnabilidad de la resolución, se agrega la inmutabilidad del fallo. Es decir,
la revisión es casi absoluta y sólo en el excepcionalísimo caso de la revisión extraordinaria de sentencia,
cuyos presupuestos y exigencias son muy difíciles de llenar, podría revertirla; dentro de este ámbito se
encuentran los  procesos  de cognición o  de conocimiento,  como es,  un proceso ordinario,  porque
suponen la improcedencia de todo recurso que lleva implícita la imposibilidad de modificar la decisión.
La cosa juzgada material otorga al contenido del fallo, las características de inmutabilidad así como
ejecutabilidad y coercibilidad, con efectos hacia el  pasado y al  futuro,  por ende, las partes están
obligadas a acatar la decisión judicial sobre el caso dirimido. Cuando el fallo adquiere la calidad de cosa
juzgada formal y material,  no procede en su contra ningún proceso ordinario ni extraordinario de
impugnación, ni otra instancia procesal, y se abre la última fase del proceso como es la de ejecución,
que implica el cumplimiento coercitivo de lo determinado en ella; y se lo hará ante la autoridad que
dictó la resolución en primer grado, dentro del mismo expediente, guardando una unidad y continuidad
procesal. Con relación a ello, las normas previstas por el art. 514 del CPC, disponen lo siguiente: ‘Las
sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada se ejecutarán, sin alterar ni modificar su contenido,
por los jueces de primera instancia que hubieren conocido el proceso’. Previsión concordante con los
arts. 1318.II inc. 3) y 1319 del Código Civil (CC). No obstante lo afirmado, es necesario aclarar que no
es posible sostener que un fallo  o  resolución alcanza la  calidad de cosa juzgada,  si  se la  emitió
vulnerando  derechos  fundamentales  o  garantías  constitucionales;  caso  en  el  cual,  se  verifica
únicamente una ‘cosa juzgada aparente’. Por las decisiones que revisten la calidad de cosa juzgada y el
control de constitucionalidad, la jurisprudencia desarrollada en la SC 0668/2010-R de 19 de julio,
refirió: ‘III.3.Las decisiones judiciales y la calidad de cosa juzgada La sentencia es el acto jurisdiccional
que sobre la base de la normativa sustantiva vigente, en mérito a los hechos alegados, negados y
probados por las partes y luego de haber cumplido con las disposiciones adjetivas vigentes, define
situaciones jurídicas en conflicto, sometiendo a su decisión a los justiciables y obligando al respeto de
su contenido a la sociedad en su conjunto. Toda sentencia, para someter a los justiciables y tener
vigencia jurídica en una sociedad política y jurídicamente organizada, debe cumplir con requisitos de
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formación esenciales que le darán validez legal y que la harán inmodificable e incuestionable, dando así
seguridad jurídica a las partes en litigio y consolidando la paz social. Por lo expuesto, es menester
señalar que la formación de la sentencia, es el proceso lógico-racional-fáctico, en virtud del cual, luego
de finalizadas las etapas procesales previas y agotado el debate contradictorio, el juez, en el marco de
la normativa adjetiva y sustantiva aplicable al caso, toma la decisión en relación al conflicto conocido.
La validez de la sentencia, hace que esa decisión final, surta todos sus efectos y someta a su decisión a
las partes procesales y terceros con absoluta legitimidad, entonces, en tanto y cuanto se cumplan los
requisitos de formación de la sentencia, esta tendrá validez y alcanzará la autoridad de cosa juzgada
material. Al respecto, el primer requisito de formación de una sentencia, se refiere a la obligación del
juez de verificar el respeto al debido proceso y garantizar mediante criterios de interpretación de la
legalidad ordinaria el respeto a principios y garantías de rango constitucional; por tanto, las sentencias
que cumplan con estos presupuestos serán validas plenamente y en consecuencia, adquirirán la calidad
de cosa juzgada material, aptitud que hace que una decisión sea incuestionable e inmodificable. En ese
contexto, la cosa juzgada es la aptitud legal que adquiere una decisión jurisdiccional que hace que esta
sea inmutable en el tiempo e impide su revisión posterior, haciendo improcedente cualquier recurso
ordinario o extraordinario. Por lo señalado, se establece que las sentencias que cumplen los requisitos
de formación señalados (respeto a derechos fundamentales), adquieren validez jurídica y se encuentran
investidas de la autoridad de la cosa juzgada, situación en la cual el control de constitucionalidad, en
resguardo de la seguridad jurídica es absolutamente improcedente. En contrario sensu, la sentencia
que no cumpla con uno de los requisitos de formación referentes al respeto de derechos fundamentales,
hace procedente el control de constitucionalidad, ya que en este caso, esta decisión solo reviste una
calidad de cosa juzgada aparente. Por lo afirmado se colige que la sentencia que no cumple con los
requisitos  de  formación  descritos,  es  nula,  nulidad  que  encuentra  sustento  en  los  principios
constitucionales de seguridad, supremacía constitucional y jerarquía normativa, ya que todo acto infra-
constitucional  contrario  a  esta  norma  suprema,  es  nulo  e  inexistente.  Entonces,  en  un  Estado
Constitucional, la nulidad de un acto jurisdiccional debe ser declarada expresamente y no opera de
pleno derecho, por tanto, si  a través de los mecanismos internos de cuestionamiento a decisiones
judiciales no se ha restituido el derecho al debido proceso, los afectados tienen la facultad de activar el
control de constitucionalidad a través del amparo constitucional para lograr la nulidad de la decisión
judicial contraria a la Constitución por vulnerar derechos fundamentales reconocidos y garantizados por
ella’. En resumen, es posible afirmar que una resolución adquiere la calidad de cosa juzgada una vez
producida su ejecutoria, la que se suscitará sólo cuando se hubiere tramitado previamente un proceso,
en virtud a los hechos alegados, negados y probados por las partes en el  mismo, cumpliendo los
requisitos de formación esenciales, siendo tales aspectos determinantes para que surta efectos frente a
las partes procesales y a terceros; requisitos entre los que se encuentra, el resguardo del debido
proceso  y  la  defensa,  así  como  de  todos  los  demás  derechos  y  garantías  fundamentales;  un
razonamiento contrario, impediría que pueda operar su carácter de inmutabilidad o inimpugnabilidad, y
por ende, no sería posible consumar una resolución jurisdiccional que genere lesiones que en muchos
casos podrían ser irreparables y/o irremediables; fin para el cual, el legislador previó mecanismos
jurisdiccionales  ordinarios  y  extraordinarios  de impugnación,  en resguardo al  principio  de verdad
material que irradia a la función de impartir justicia, ya sea ordinaria, administrativa, o constitucional.
Aspectos que no pueden ser soslayados bajo el argumento de una supuesta cosa juzgada formal o
material, porque la justicia no puede sustentarse en ningún caso, en hechos que lesionan derechos y
garantías; caso en el que nos encontraríamos ante una ‘calidad de cosa juzgada aparente’, por carecer
de  requisitos  de  formación  relacionados  al  respecto  de  derechos  fundamentales.  Situación  que
definitivamente, abre la tutela brindada por la jurisdicción constitucional”.


